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León, Guanajuato, a  15 quince de marzo  del año 2017 dos mil diecisiete.  . . 

V I S T O para resolver el expediente número 975/2015-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta…, en contra del JEFE DE FACTURACIÓN Y COBRANZA DEL SISTEMA DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DE LEÓN, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve; y, . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . 
R E S U L T A N D O :
Presentación de la demanda.
PRIMERO.- El 10 diez de noviembre del año 2015 dos mil quince, la parte actora presentó la demanda de nulidad en la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales, impugnando la suspensión total del servicio de agua potable. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Admisión de la demanda.
SEGUNDO.- Por auto de fecha 13 trece de noviembre del año 2015 dos mil quince, a la parte actora se le admitió a trámite la demanda, la prueba documental exhibida y descrita en su punto 1 uno, así como la prueba presuncional legal y humana en lo que le beneficie; respecto a la prueba de informe se le requirió para que en el término de 5 cinco días hábiles precisara los hechos concretos sobre los que versará la prueba, apercibiéndosele que en caso de incumplimiento se le tendría por no ofrecida; no se le admitió la propuesta particular hecha por la Procuraduría de los Derechos Humanos del Estado de Guanajuato a la autoridad demandada respecto al Derecho Humano de Agua; respecto a la confesión expresa y tácita se determinaría su existencia y en su caso su valor probatorio; y, se le concedió la suspensión del acto impugnado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Cumplimiento de requerimiento.
TERCERO.- El 24 veinticuatro de noviembre del año 2015 dos mil quince, el autorizado de la parte actora presentó una promoción cumplimentando el requerimiento y el autorizado de la autoridad demandada presentó promoción informando el cumplimento de la suspensión; y, por auto del día 27 veintisiete del mismo mes y año, al actor se le admitió la prueba de informe a cargo de la autoridad y a la demanda se le tuvo acatando la suspensión del acto impugnado. . . . . . . . . . . . 
Contestación de la demanda y auto de requerimiento.
CUARTO.- El  02 dos de diciembre del año 2015 dos mil quince, la autoridad presento escrito de contestación de demanda incoada en su contra; y, por auto del día 08 ocho del mismo mes y año, previo acordar su contestación de demanda, se le requirió para que en el término de 05 cinco días acreditará su personalidad jurídica y exhibiera una copia de la demanda y sus anexos para corres traslado a la actora, apercibiéndosele que en caso de incumplimiento, se le tendría por no presentada la contestación de demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Incumplimiento de requerimiento.
QUINTO.- El 14 catorce de diciembre del año 2015 dos mil quince, la autoridad demandada presentó una promoción atendiendo el requerimiento; y, por auto del día 18 dieciocho del mismo mes y año, se tuvo a la autoridad por no contestando la demanda incoada en su contra, por omitir exhibir las copia para correr traslado a la parte actora; señalándose fecha y hora para audiencia de alegatos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Audiencia de alegatos.
SEXTO.- El 27 veintisiete de enero del año 2016 dos mil dieciséis, a las 11:00 once horas, fue celebrada la audiencia de alegatos prevista en el artículo 286 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, sin asistencia de las partes, en la que al autorizado de la parte actora se le tuvo presentado escrito de alegato, por lo que se procede a emitir la sentencia que en derecho corresponde. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O :

Competencia de este Juzgado.

PRIMERO.- Que conforme a lo previsto por los artículos 243 párrafo segundo 
y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato en vigor; y 1 fracción II y 3 párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, es competente para tramitar y resolver este proceso, por impugnarse un acto administrativo imputado al Jefe de Facturación y Cobranza del Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de León. . . . . . . . . . . . . . . 
Precisión y existencia del acto impugnado.

SEGUNDO.- Que realizando un estudio integral de la demanda y sus anexos se advierte que la parte actora impugna la orden de suspensión del servicio de suministro de agua potable de la cuenta… emitida por el Jefe de Facturación y Cobranza del Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de León y su ejecución que consiste en la suspensión o corte del suministro de agua potable; y, la existencia del primer acto impugnado se encuentra acreditada en autos de esta causa administrativa, con el original del documento denominado Corte… y su ejecución con el acta circunstanciada…, en la que se hace constar que se reconecta el servicio de agua potable, abriendo la válvula restrictiva, dejando paso de agua, la que la autoridad exhibió a la promoción mediante la que informa que el quedó restituido el suministro de agua potable; probanzas que forman parte de éste sumario. . . . . . . . .  
Causales de improcedencia. 

TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
La autoridad no contesto la demanda incoada en su contra, ni hizo valer causal de improcedencia alguna y el Juzgador advierte que de autos no se actualiza ninguna  de  las  previstas  en el citado artículo 261, por lo que procede al estudio de 
los conceptos de impugnación expresados en la demanda. . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . 

Análisis de los conceptos de impugnación. 

CUARTO.- Que en el primer concepto de impugnación de la demanda, la parte actora alega que el gobierno Mexicano se ha obligado a reconocer el acceso al agua potable como un derecho humano fundamental, considerándolo el elemento más básico de la vida, indispensable para llevar una existencia en dignidad humana y un pre-requisito para la realización de otros derechos humanos, ello mediante la ratificación de un pacto ante el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la ONU, que hace un reconocimiento en la observación general número 15  sobre el cumplimiento de los artículos 11 y 12 del PIDESC de manera explícita, que el derecho al agua es un derecho fundamental otorgado a toda persona, de contar con agua suficiente a precio asequible, físicamente accesible, segura y de calidad, aceptable para usos personales y domésticos, lo que pretende desconocer la autoridad demandada, privándolo del vital elemento, violentando las leyes; en el segundo concepto de impugnación de la demanda, se expresa que la Constitución Federal elevó a rango de garantía individual el derecho al agua, al contemplar que toda persona tiene derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para consumo personal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible, el Estado garantiza ese derecho estableciendo la participación de los Municipios para la consecución de dichos fines, mediante la obligación a su cargo de prestar el servicio de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales, derecho que está desconociendo la demandada violentando las leyes; en el cuarto concepto de impugnación de la demanda, se aduce que la Constitución local refuerza que todas las personas gozan de los derechos humanos y garantías reconocidos en la Constitución Federal, los consagrados en esa Constitución y sus leyes reglamentarias, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse sino en los casos y bajo las condiciones que establece la Carta Magna y es a los Ayuntamientos a quienes les corresponde prestar el servicio de agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales y la demandada violenta con su acto los derechos fundamentales que le asisten; en el quinto concepto de impugnación de la demanda, se expresa que el Código Territorial para el Estado y los Municipios de Guanajuato, define la utilización del agua por personas físicas o jurídicas colectivas y destinada al uso particular de las personas y a su hogar, que en caso de incumplimiento se debe determinar el crédito fiscal previo a suprimir el servicio, que tratándose de uso doméstico deberá otorgar la dotación de agua suficiente para cubrir las necesidades básicas, lo que no cumple la demandada; y, en el sexto concepto de impugnación de la demanda, se aduce que el acceso al agua potable es un derecho fundamental inalienable, imprescriptible, humanitario, social, económico y ambiental que tiene todo ser humano y que debe tener en cantidad, calidad, disponibilidad y condiciones para la sobrevivencia, sin importar su edad, sexo, raza, credo, nacionalidad o cualquier otra circunstancia, dicha cantidad esta entre 145 y 450 litros diarios. Por lo anterior, la demandada no ha dado cumplimiento a las obligaciones que jurídicamente le atañen, violentando el principio de legalidad, ya que primero debe determinar el crédito fiscal, dar inicio al procedimiento administrativo de ejecución y reconocerle el derecho a recibir el servicio para cubrir sus necesidades básicas, aún y cuando tenga adeudo. . . .  . . . . 
En tanto, que a la autoridad se le tuvo por no contesto la demanda incoada en su contra. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Son FUNDADOS estos conceptos de impugnación, en mérito de las siguientes razones: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En principio, se impone señalar que de forma conjunta se abordara el estudio de estos conceptos de impugnación, en razón de que la argumentación se encuentra relacionada entre sí, ya que se endereza respecto de la violación del derecho fundamental de acceso al agua potable, por la suspensión total del servicio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En segundo lugar es importante señalar que del documento denominado Corte…, se desprende que la autoridad llevó a cabo la suspensión del servicio de agua potable, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 183, fracción II, del Reglamento de los Servicios de Agua Potable y Alcantarillado del Municipio de León, Guanajuato y para hacer efectivo el derecho al agua sin discriminación alguna, el juzgador ejercerá Control Difuso de Constitucionalidad, a fin de determinar si dicho precepto jurídico contraviene o no la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en su caso determinar su inaplicación. . . .  . . . .  

En ese sentido, el artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a partir de las reformas publicadas en el Diario Oficial de la Federación del día viernes 10 diez de junio del año 2011 dos mil once, en materia de derechos humanos, en su segundo párrafo, constriñe a los Órganos formal o materialmente Jurisdiccionales, a ejercer de oficio -ex officio- una interpretación de las normas que regulan derechos humanos de conformidad con nuestra Constitución y con los Tratados Internacionales en los que México sea parte, para lograr la mayor protección de los derechos humanos, esto sin perder de vista que en nuestro Orden Jurídico sigue prevaleciendo el principio de supremacía Constitucional contemplado en la primera parte del artículo 133 de la Carta Magna; pues, nuestra Ley Fundamental tiene mayor jerarquía sobre cualquier Ley Secundaria, Reglamento o acto de autoridad que se le contraponga; mientras que por otro lado, en su segunda parte el artículo 133 Constitucional, contempla lo que la doctrina y la Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, denomina el Control Difuso de Constitucionalidad; numerales que textualmente establecen: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 1o.- En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece.

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia.

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley.

Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los esclavos del extranjero que entren al territorio nacional alcanzarán, por este solo hecho, su libertad y la protección de las leyes.

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas.”

“Artículo 133.- Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los Tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión. Los jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de los Estados.”

Adminiculando entre sí estos artículos, se colige que se contempla a los Jueces en una acepción amplia, por lo que también se incluye a los Jueces Administrativos Municipales y si éstos tienen encomendada la función jurisdiccional que le confieren al Municipio los artículos 115, fracción II, inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 117, párrafo primero, después de la fracción XVII, de la Constitución Política del Estado de Guanajuato y 243, segundo párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, por tanto, como órganos materialmente jurisdiccionales competentes para conocer de la impugnación del acto administrativos, se encuentran constreñidos a proteger y garantizar de manera plena los derechos humanos previstos en nuestra Carta Magna y en los Tratados Internacionales de la materia firmados por México, debiendo favorecer en todo tiempo a las personas la protección más amplia que en derecho proceda, en atención a los principios de interpretación Conforme y Pro Persona, establecidos en el segundo párrafo del artículo 1º, en un modelo de Control Difuso de Constitucionalidad, de acuerdo a la interpretación del texto actual de este precepto en relación con el artículo 133, última parte, ambos de nuestra Carta Magna. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Abundando lo anterior, cabe precisar que los Jueces Administrativos Municipales cuentan con facultades para ejercer el Control Difuso de Constitucionalidad, de acuerdo a lo señalado por la última parte del pluricitado artículo 133, al facultar a cualquier Órgano Jurisdiccional sin importar su especialidad, jerarquía o fuero a desaplicar las normas jurídicas que contravengan la  Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, aplicando el principio pro persona, conforme al cual el sentido de la norma se desentraña, buscando la interpretación más favorable al derecho humano de que se trate; lo anterior es así, en virtud de que con motivo de la entrada en vigor de las reformas del artículo 1°, párrafos segundo y tercero, Constitucional, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación dejó sin efectos las tesis jurisprudenciales que establecían como atribución exclusiva del Poder Judicial de la Federación el control judicial de la Constitución, mediante resolución dictada en la solicitud de modificación de la jurisprudencia 22/2011 en la que se apoyó la aprobación de la tesis aislada bajo el siguiente rubro: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“CONTROL DIFUSO. Con motivo de la entrada en vigor de los párrafos segundo y tercero del artículo 1o. constitucional modificados mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el diez de junio de dos mil once, debe estimarse que han quedado sin efectos las tesis jurisprudenciales P./J. 73/99 y P./J. 74/99, de rubros: "CONTROL JUDICIAL DE LA CONSTITUCIÓN. ES ATRIBUCIÓN EXCLUSIVA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN." y "CONTROL DIFUSO DE LA CONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS GENERALES. NO LO AUTORIZA EL ARTÍCULO 133 DE LA CONSTITUCIÓN.". Décima Época; Registro: 2000008; Instancia: Pleno; Tesis Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Libro III, Diciembre de 2011, Tomo 1; Materia(s): Constitucional; Tesis: P. I/2011 (10a.); visible a Página: 549. La presente tesis deriva de la resolución dictada en la solicitud de modificación de jurisprudencia 22/2011, en la cual el Pleno, por mayoría de nueve votos, determinó dejar sin efectos las tesis jurisprudenciales números P./J. 73/99 y P./J. 74/99, cuyos rubros son los siguientes: "CONTROL JUDICIAL DE LA CONSTITUCIÓN. ES ATRIBUCIÓN EXCLUSIVA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN" y "CONTROL DIFUSO DE LA CONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS GENERALES. NO LO AUTORIZA EL ARTÍCULO 133 DE LA CONSTITUCIÓN". . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Asimismo, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, asumió el nuevo criterio en el sentido de que no es atribución exclusiva del Poder Judicial de la Federación el control judicial de la Constitución, dejándole esta facultad a los Jueces en general, en las Tesis aisladas aprobadas bajo los siguientes rubros: . . . . 

“SISTEMA DE CONTROL CONSTITUCIONAL EN EL ORDEN JURÍDICO MEXICANO. Actualmente existen dos grandes vertientes dentro del modelo de control de constitucionalidad en el orden jurídico mexicano, que son acordes con el modelo de control de convencionalidad ex officio en materia de derechos humanos a cargo del Poder Judicial. En primer término, el control concentrado en los órganos del Poder Judicial de la Federación con vías directas de control: acciones de inconstitucionalidad, controversias constitucionales y amparo directo e indirecto; en segundo término, el control por parte del resto de los jueces del país en forma incidental durante los procesos ordinarios en los que son competentes, esto es, sin necesidad de abrir un expediente por cuerda separada. Ambas vertientes de control se ejercen de manera independiente y la existencia de este modelo general de control no requiere que todos los casos sean revisables e impugnables en ambas. Es un sistema concentrado en una parte y difuso en otra, lo que permite que sean los criterios e interpretaciones constitucionales, ya sea por declaración de inconstitucionalidad o por inaplicación, de los que conozca la Suprema Corte para que determine cuál es la interpretación constitucional que finalmente debe prevalecer en el orden jurídico nacional. Finalmente, debe señalarse que todas las demás autoridades del país en el ámbito de sus competencias tienen la obligación de aplicar las normas correspondientes haciendo la interpretación más favorable a la persona para lograr su protección más amplia, sin tener la posibilidad de inaplicar o declarar su incompatibilidad.” Décima Época; Registro: 160480; Instancia: Pleno; Tesis Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta;  Libro III, Diciembre de 2011, Tomo 1; Materia(s): Constitucional; Tesis: P. LXX/2011 (9a.); visible a Página: 557. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Precisado  lo  anterior  y  en virtud de que como se ha dicho este juzgado es 
competente para conocer del presente juicio de oficio ejerce Control Difuso de Constitucionalidad respecto del artículo 183, fracción II, del Reglamento de los Servicios de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento para el Municipio de León, Guanajuato, a fin de determinar si este numeral contraviene el artículo 4 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en su caso declarar la inaplicación de la fracción II del artículo 183 referido. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En ese tenor, se impone señalar que el derecho humano de acceso al agua potable, se encuentra tutelado por el artículo 4, párrafo sexto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por el artículo 11 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y por el punto 56, de la Observación General número  15,  del  Comité  de  Derechos  Económicos, Sociales y Culturales de la Organización de las Naciones Unidas -29º período de sesiones; Ginebra, 11 a 29 de noviembre de 2002; Tema 3 del programa-. . . . . . . . . 
El artículo 4, párrafo sexto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Articulo 4.- …

Toda persona tiene derecho al acceso, disposición y saneamiento de agua para uso personal y doméstico en forma suficiente, salubre, aceptable y asequible. El Estado garantizará este derecho y la ley definirá las bases, apoyos y modalidades para el acceso y uso equitativo y sustentable de recursos hídricos, estableciendo la participación de la Federación, las entidades federativas y los municipios, así como la participación de la ciudadanía para la consecución de dichos fines.”
El Artículo 11 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 11.- El Comité interpreta el derecho a la salud, definido en el apartado 1 del artículo 12, como un derecho inclusivo que no sólo abarca la atención de salud oportuna y apropiada sino también los principales factores determinantes de la salud, como el acceso al agua limpia potable y a condiciones sanitarias adecuadas, el suministro adecuado de alimentos sanos, una nutrición adecuada, una vivienda adecuada, condiciones sanas en el trabajo y el medio ambiente, y acceso a la educación e información sobre cuestiones relacionadas con la salud, incluida la salud sexual y reproductiva. Otro aspecto importante es la participación de la población en todo el proceso de adopción de decisiones sobre las cuestiones relacionadas con la salud en los planos comunitario, nacional e internacional”.

El punto 56, de la Observación General No. 15, del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la Organización de las Naciones Unidas, sobre el derecho al agua (artículos 11 y 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales), establece: . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 
“56.- Antes de que un Estado Parte o un tercero haga algo que interfiera con el derecho al agua de una persona, las autoridades pertinentes deberán velar por que tales medidas se lleven a cabo de un modo previsto por la legislación que sea compatible con el Pacto, y eso incluye: a) la oportunidad de una auténtica consulta con los afectados; b) el suministro a tiempo de información completa sobre las medidas proyectadas; c) la notificación con antelación razonable de las medidas proyectadas; d) la disponibilidad de vías de recurso y reparación para los afectados; y e) asistencia jurídica para obtener una reparación legal (véanse también las Observaciones generales Nº 4 (1991) y Nº 7 (1997)). Cuando tales medidas se emprendan porque una persona adeuda el pago de agua, deberá tenerse en cuenta su capacidad de pago. En ninguna circunstancia deberá privarse a una persona del mínimo indispensable de agua.”
Por su parte, el artículo 183, fracción II, del Reglamento de los Servicios de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento para el Municipio de León, Guanajuato,  establece:. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 183.- Las personas que intervengan en el abastecimiento de agua podrán limitar el servicio de agua potable y avenamiento de los inmuebles habitados. El Organismo Operador solamente podrá suspender los servicios domiciliarios de agua potable, alcantarillado sanitario y saneamiento en los casos siguientes:

I.- Por violación a las normas ecológicas y de salud pública; y,

II.- Por falta de pago de seis recibos consecutivos por parte de los clientes.”

Bajo  esta  perspectiva,  el   Comité  de   Derechos   Económicos,   Sociales  y 
Culturales de la Organización de las Naciones Unidas, sostiene que el derecho humano al agua es el derecho de todos a disponer de agua suficiente, salubre, aceptable, accesible y asequible para el uso personal y doméstico, ya que un abastecimiento adecuado de agua salubre es necesario para evitar la muerte por deshidratación, para reducir el riesgo de las enfermedades relacionadas con el agua y para satisfacer las necesidades de consumo, cocina y las necesidades de higiene personal y doméstica; mientras que el artículo 4, párrafo sexto, de nuestra Norma Fundamental, materializa y protege este derecho humano al agua; y, el Reglamento de los Servicios de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento para el Municipio de León, Guanajuato, entre otros aspectos, regula la prestación de los servicios públicos de agua potable, alcantarillado sanitario, tratamiento, reuso y disposición final de aguas residuales, en el Municipio de León, Guanajuato. . . . . . . . 

De ahí que, en la primera parte del artículo 183 del citado Reglamento de los Servicios de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento, se contempla el verbo “suspender” el que de acuerdo con el “Diccionario para Juristas”, Tomo II, del autor Juan Palomar de Miguel, Tercera Edición, Editorial Porrúa, significa “Colgar, levantar o detener una cosa en alto o en el aire.// Detener o diferir una acción u obra por algún tiempo.”, así tenemos que en este precepto el verbo suspender implica una medida gubernativa con el objeto de privar en forma total el servicio de agua potable, mientras no se pague el adeudo, lo que no se permite de acuerdo a lo señalado por la última parte del punto 56, de la Observación General número 15, del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la Organización de las Naciones Unidas, al expresar que “…En ninguna circunstancia deberá privarse a una persona del mínimo indispensable de agua”, bajo este contexto, lo permitido es restringir o limitar el servicio de agua potable a la cantidad mínima de agua indispensable para satisfacer las necesidades esenciales de las personas, por ende, el otorgamiento de la facultad de suspender el servicio de agua en el multialudido artículo 183, fracción II, va en contra del contexto de los numerales indicados en el párrafo que antecede y además de lo anterior debe contemplarse un procedimiento administrativo para limitar el suministro del agua potable. . . . . . . . . . . 

De ese modo, partiendo de la premisa de que el derecho humano al agua es el derecho de todos a disponer de agua suficiente, salubre, aceptable, accesible y asequible para el uso personal y doméstico, se concluye que conforme a nuestra Carta Fundamental y al referido Pacto Internacional, no se permite la suspensión total del servicio de agua potable, como indebidamente lo dispone el artículo 183 comentado en supralíneas, ya que sólo permiten la limitación del servicio de agua potable doméstico, bajo las siguientes condiciones: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
A).- Previo inicio de un procedimiento administrativo, seguido en todas sus fases formales, ello con el fin de respetar el derecho previo de audiencia; pues, estos dos derechos humanos se contemplan en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. En ese sentido, el Ayuntamiento se encuentra constreñido a contemplar el procedimiento respectivo en el Reglamento de los Servicios de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento para el Municipio de León, Guanajuato y la autoridad administrativa a seguir el procedimiento en todas sus fases; sin embargo, dicho Reglamento no contempla procedimiento alguno, de donde resulta que, en tanto se adiciona, la demandada está obligada a crear un procedimiento con la etapas formales necesarias que le den al moroso la oportunidad de defender sus derechos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

B).- Restringir el suministro de agua doméstico a la cantidad de agua necesaria para satisfacer las necesidades básicas de consumo por cada persona que habita una vivienda -principio del mínimo vital-, de acuerdo a las modalidades contempladas por el artículo 165 del propio Reglamento de los Servicios de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento; precepto que establece: . . . . . . . .  . . . . . . . . 
“Artículo 165.- Para efectos del cálculo del gasto medio diario de agua potable, la variable (D) consistente en volumen de agua potable medido en litros que en promedio consume cada habitante en un día, atenderá a los valores siguientes: 
I.- Para vivienda habitacional popular y económica será de 145 litros/habitante/día; 
II.- Para vivienda de interés social será de 180 litros/habitante/día; 
III.- Para vivienda residencial de tipo C será de 250 litros/habitante/día;
IV.- Para vivienda residencial de tipo B será de 350 litros/habitante/día; y, 
V.- Para vivienda residencial de tipo A o Campestre será de 450 litros/habitante/día.”
En consecuencia, al decretarse la medida de restricción permitida, no debe llevarse a cabo el corte total del servicio de agua potable, porque de proceder de esta manera, la autoridad demandada incumple con sus obligaciones de respetar, proteger y cumplir con el derecho humano al agua, dado que para ello debe respetar el principio del mínimo vital en los términos contemplados en el aludido numeral. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, es el caso que el artículo 183, fracción II, del pluricitado  Reglamento de los Servicios de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento,  establece la atribución del Organismo Operador para suspender el servicio de agua potable de uso doméstico, cuando no se paguen seis recibos consecutivos, empero debe tenerse presente que la suspensión implica el corte total del servicio, lo que no está permitido por el punto 56, de la Observación General Número 15 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la Organización de las Naciones Unidas, sobre el derecho al agua protegido por los artículos 11 y 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, así como el artículo 4°, acápite sexto, Constitucional, ya que de acuerdo al principio del mínimo vital, el cual aplicado en materia de agua consiste en el derecho al suministro de agua potable en la cantidad necesaria para satisfacer las necesidades esenciales de consumo por cada persona que habita una vivienda, por tal razón el multireferido artículo 183 contraviene el derecho humano tutelado por el artículo 4°, párrafo sexto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. . . . . . . . . . . . . . 

Por otro lado, ni el pluricitado artículo 183 ni algún otro numeral del Reglamento de los Servicios de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento para el Municipio de León, Guanajuato, contemplan el procedimiento administrativo para llevar a cabo la suspensión del servicio de agua potable, la anterior omisión va en contravención de los artículos 14 y 16 Constitucionales. Sobre la particular cabe precisar que a fin de garantizar el derecho humano al agua y no vulnerarlo en perjuicio de la parte actora, el procedimiento administrativo que debe preverse en el Reglamento, se integrara como mínimo con las siguientes etapas formales: . . . . . . . 
1.- Realizar una visita de verificación y solicitar la documentación e información necesarias para determinar: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
a).- El tipo de vivienda, conforme a las modalidades contempladas en el artículo 165 del pluricitado Reglamento de los Servicios de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento; y, . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
b).- El número de personas que habitan el inmueble para decidir qué cantidad de agua potable debe suministrarse para sus necesidades básicas (considerando que corresponden 150 ciento cincuenta a 450 cuatrocientos cincuenta litros por persona al día, según el tipo de vivienda); . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . .
2.- Determinar la procedencia o no de la restricción del agua potable de uso doméstico; . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
3.- Determinar la capacidad de pago de los usuarios; . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
4.- Fijar en cantidad liquida el monto del crédito fiscal vencido o adeudado; . . . 
5.- Notificar personalmente a los usuarios los motivos por los cuales se procederá a restringir el servicio de agua potable; y, . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
6.- Indicar los medios ordinarios de defensa que se tiene para impugnar la resolución que limita el servicio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Al respecto, resulta ilustrativo como criterio orientador el sostenido en una tesis aislada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito del Poder Judicial de la Federación, en la Décima Época; Registro: 2008906; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Tipo de Tesis: Aislada; Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación; Libro 17, Abril de 2015, Tomo II; Materia(s): Constitucional, Administrativa; Tesis: I.1o.A.99 A (10a.); visible a Página: 1720; bajo el siguiente rubro: . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“DERECHO AL AGUA. LA FACULTAD ESTABLECIDA EN FAVOR DE LAS AUTORIDADES DEL SISTEMA DE AGUAS DE LA CIUDAD DE MÉXICO EN EL ARTÍCULO 177, TERCER PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DEL DISTRITO FEDERAL PARA REALIZAR EL CORTE PARCIAL DEL SUMINISTRO DE ESE LÍQUIDO EN TOMAS DE USO DOMÉSTICO, ESTÁ SUPEDITADA AL CUMPLIMIENTO PREVIO DE LAS OBLIGACIONES PREVISTAS EN LA LEY DE AGUAS DEL DISTRITO FEDERAL Y EN LA OBSERVACIÓN GENERAL No. 15 DEL COMITÉ DE DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES DE LA ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS. El artículo 177, tercer párrafo, del Código Fiscal del Distrito Federal prevé que el Sistema de Aguas de la Ciudad de México, tratándose de usuarios con tomas de uso doméstico y de aquellos que tengan éstas y las de uso no doméstico, simultáneamente, que no hubieran pagado los derechos a su cargo en dos o más periodos consecutivos o alternados, entre otros supuestos, podrá restringir el suministro de agua a la cantidad necesaria para satisfacer los requerimientos básicos de consumo humano, siempre y cuando se haya realizado la notificación a que se refiere el diverso 437 de ese ordenamiento. La interpretación sistemática del primero de esos preceptos, en relación con los artículos 55, 61 Bis, 87, fracción III y 106, fracciones I y II, de la Ley de Aguas del Distrito Federal, y el punto 56, incisos a), b) y c), de la Observación General No. 15 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la Organización de las Naciones Unidas, lleva a la conclusión de que para proceder de esa manera y garantizar el derecho de acceso al agua de los habitantes de dicha entidad federativa, no basta con que las autoridades realicen la notificación mencionada, sino que es necesario cumplir, además, con las siguientes obligaciones: 1) analizar si procede o no la restricción de agua potable de uso doméstico; 2) informar a los usuarios de los motivos por los cuales se procederá a restringir dicho servicio; 3) averiguar el número de personas que habitan el inmueble para decidir qué cantidad de agua potable debe suministrarse para sus necesidades básicas (considerando que corresponden cincuenta -50- litros por persona al día); 4) investigar y constatar si el inmueble que resulte afectado es propiedad de personas jubiladas, pensionadas, adultos mayores, con capacidades diferentes, madres de familia o pertenecientes a pueblos y comunidades indígenas, ya que esos grupos, dependiendo del valor catastral del inmueble de su propiedad, están exentos de la restricción mencionada; y, 5) determinar la capacidad de pago de los distintos usuarios. Para llevar a cabo todas esas acciones, que son congruentes con los derechos de consulta, información y notificación previstos en el punto 56, incisos a), b) y c), de la referida observación general, las autoridades competentes del Sistema de Aguas de la Ciudad de México están facultadas para realizar visitas de verificación y solicitar la documentación e información necesarias, como se desprende del artículo 106, fracciones I y II, de la Ley de Aguas del Distrito Federal.”. Amparo en revisión 378/2014. Patricia Mercado Solís. 22 de enero de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Joel Carranco Zúñiga. Secretario: Agustín Gaspar Buenrostro Massieu. Esta tesis se publicó el viernes 17 de abril de 2015 a las 9:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . 
Lo anterior es así, en virtud de que el derecho al agua potable es fundamental 
para el bienestar de toda la población, el cual se encuentra sustentado por los principios igualdad y no discriminación, independientemente de las circunstancias sociales, de género, políticas, económicas o culturales propias de la sociedad leonesa, en este sentido, la política hídrica Municipal, debe sustentarse en lo señalado por las fracciones I y XXII del artículo 14 Bis 5 de la Ley de Aguas Nacionales, ello para garantizar que el derecho al agua sea seguro, aceptable, accesible y asequible tanto para uso personal como doméstico, estableciéndose como un beneficio colectivo, que también debe apoyarse en criterios de solidaridad, cooperación mutua, equidad y en condiciones dignas; de esta manera, el Estado Mexicano como parte del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, cumple con las obligaciones adquiridas en el mismo. . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por último, no se omite destacar que tanto nuestra Carta Magna como el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, tratan el agua como un bien social y cultural, de donde resulta que se imponen a las autoridades administrativas con atribuciones en la materia de agua, las obligaciones de respetar, proteger y cumplir el derecho humano al agua; lo anterior, constriñe a los legisladores a adoptar las acciones o medidas en las Leyes que regulen la materia del agua y a los Ayuntamientos a expedir los Reglamentos en la materia, para garantizar el acceso y el suministro de agua potable a la población en condiciones de igualdad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sin  embargo,  el  suministro  del vital líquido no es gratuito, ya que el sustraer 
del subsuelo el agua y llevarla hasta el domicilio de los particulares tiene un costo y no es a título gratuito, salvo las excepciones que contemplen la Leyes y Reglamentos, por ello, el concepto “asequible” implica la implantación de políticas adecuadas en materia de precios, a bajo costo que sean accesibles para la población, esto es, que los pagos por el servicio de suministro de agua se apoyen en el principio de la equidad, a fin de asegurar que ese servicio, esté al alcance de todos los grupos de la sociedad, procurando que no recaiga una carga desproporcionada con el pago de los servicios de agua potable y el tratamiento de la misma. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Bajo la perspectiva de lo expuesto, podemos concluir que ninguna persona o grupo -habitantes de una casa unifamiliar o un edificio- deberá verse privado en forma total del servicio al agua potable por no pagarlo, dado que la autoridad demandada debe garantizar el respeto del derecho del mínimo vital que en nuestro Municipio, constituyen la cantidad de litros de agua diarios que requiere una persona para cubrir sus necesidades esenciales, gasto contemplado en el artículo 165 del Reglamento de los Servicios de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento para el Municipio de León, Guanajuato y para el caso de limitar el servicio a esa cantidad, es menester que de manera previa se agote el procedimiento administrativo en todas sus fases y para el supuesto de que no esté previsto en el aludido Ordenamiento Jurídico, la autoridad se encuentra constreñida a establecerlo con las etapas mínimas que permitan a los particulares defender sus derechos, esto es, que se le respete su derecho humano previo de audiencia; sin embargo, lo anterior no ocurrió en la especie, pues el corte del servicio agua se dio en su totalidad, sin formalidad alguna, con apoyo en el artículo 183, fracción II, del pluricitado Reglamento de los Servicios de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento, el que establece la suspensión del servicio y no prevé el procedimiento administrativo respectivo; luego entonces, con lo primero se contraviene el artículo 4, párrafo sexto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y con lo segundo se vulneran los artículos 14 y 16 del misma Norma Fundamental, en consecuencia, procede desaplicar la fracción II del artículo 183  del  Reglamento de  Servicios de   Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento 
para el Municipio de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ante la no aplicación de la fracción II del artículo 183, resulta ilegal el corte del servicio de agua potable doméstico a la casa habitación descrita más adelante, circunstancia irregular que afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica de la parte actora, por lo que conforme a lo estipulado en el artículo 300, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, lo procedente es declarar la nulidad de la orden de corte del servicio de agua potable que consta en el documento… y de su acto consecuente como lo es la ejecución de la orden que consiste en la suspensión o corte de servicio de agua potable. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por consiguiente, a efecto de restituir a la parte actora en el goce del  derecho al suministro mínimo vital de agua potable para los habitantes de las casa habitación, es decir, a declarar en la sentencia el restablecimiento de la situación que prevalecía antes de la violación, ya que este acto jurisdiccional por su naturaleza, es el instrumento jurídico para restituir al gobernado en el pleno goce de sus derechos subjetivos administrativos violados; en consecuencia, conforme a lo estipulado en el artículo 300, fracción V, del mismo Código, se reconoce a favor de la parte justiciable el derecho que tiene amparado por el artículo 165 del Reglamento de los Servicios de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento para el Municipio de León, Guanajuato, para que se proporcione el agua potable indispensable para satisfacer las necesidades esenciales de los habitantes de la referida casa habitación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracciones II y 302 fracción II del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

PRIMERO.- Este Juzgado Administrativo Municipal, por razón de turno, resultó competente para tramitar y resolver el presente proceso administrativo. .  . . . 

SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD de la orden de corte del servicio de agua potable que consta en el documento… y de su acto consecuente como lo es la suspensión o corte de servicio de agua potable; por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . .  . . . . . . . . . .
TERCERO.- Se le reconoce a la parte actora el derecho que tiene amparado por el artículo 165 del Reglamento de los Servicios de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento para el Municipio de León, Guanajuato, para que se proporcione agua potable de uso doméstico indispensable para satisfacer las necesidades esenciales de los habitantes de las casa habitación del referido inmueble; lo anterior, por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de este fallo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . . . . . . . . . . .

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . .

